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La presente investigación se  a desarrolló teniendo en cuenta la necesidad que se 
tiene de orientar a la ciudadanía Risaraldense acerca de las competencias y 
funciones1 de una entidad tan importante como lo es el Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi,  esto como primera medida, ya que al desarrollar el presente 
trabajo se encontraron falencias generadas por la misma sociedad, debido a que 
no se tiene claridad en las funciones de dicho Instituto, lo que conlleva a que por 
ignorancia de los propietarios o poseedores, usuarios de los servicios que presta 
el IGAC,  se lleve a una mala formulación de los mismos. 
 
De otro lado evaluar la manera en que el Instituto Geográfico Agustín Codazzi le 
da seguimiento a cada uno de las peticiones, quejas y reclamos, desde el mismo 
momento en que se da radicación de estas dentro de las instalaciones del IGAC2, 
hasta que se resuelve de fondo cada petición, queja o reclamo y cuántas de estas 
por falta de respuesta se le debe dar apertura a un Proceso Disciplinario, en 
contra de algún funcionario de dicha entidad. 
 
Con la presente investigación se lograra dar mayor importancia a las funciones 
que se desarrollan al interior de esta entidad y las competencias que deben  
cumplir siendo esta una entidad a nivel nacional por ser la encargada de la 
actualización, conservación e inventario del mercado inmobiliario.3 
 
1




 Plataforma para radicación de correspondencia denominada IGANET 
3
 Numeral 2. Artículo 2. Resolución 70 del 04 de Febrero de 2011, Dirección General del Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi. 
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Finalmente con la investigación se busca conseguir que cada uno de los usuarios 
del Instituto Geográfico Agustín Codazzi generen una conciencia de la debida 
utilización de los servicios que dicha entidad presta y de la importancia de estos 
















1. CAPITULO I 
EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN. 
 
2.1. PROBLEMA DE INVESTIGACION 
 
La actualidad del país, y su expansión rural y urbana día tras día le dan más 
importancia a la función que presta el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, cuya 
misión es la de “producir, proveer y divulgar información y conocimiento, en 
materia de cartografía, agrología, catastro, geografía y tecnologías geoespaciales, 
y regular su gestión, en apoyo a los procesos de planificación y desarrollo integral 
del país”.4. De lo anterior podemos concluir que este instituto desempeña 
funciones vitales para el desarrollo social y político de las regiones, la eficacia en 
el desarrollo de las funciones de los empleados públicos del IGAC, se ve reflejada 
en la respuesta satisfactoria de la sociedad; la cual actualmente ha interpuesto 
durante los años 2010 al 2012, más de 3000 solicitudes solo en la Territorial 
Risaralda; dejando así una brecha muy ancha para la especulación sobre las 
actuaciones del Instituto, propiamente de sus trabajadores en vista de ello es 
papel fundamental del derecho disciplinario observar, indagar y si es necesario  y 
del caso investigar toda actuación derivada de la función pública y que vulnere 
directa o indirectamente intereses, principios y bienes del estado. 
 
Por lo tanto es preciso conocer: ¿Cómo es la evaluación y seguimiento a las 
Peticiones, Quejas y Reclamos realizadas al IGAC Territorial Risaralda, con sede 
en la ciudad de Pereira  desde el año 2010 al 2012? Para así darle una respuesta 











La indebida formulación de las peticiones por parte de los ciudadanos, debido a 
que se considera que la población usuaria, formula o tiene conocimientos erróneos 
de las funciones y competencias5, del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, en 
vista que buscan la reducción del Impuesto Predial y por tanto derivan en una 
errónea interpretación o desconocimiento de la norma al interponer solicitudes a 
una entidad la cual le compete otras funciones. 
 
El Instituto Geográfico Agustín Codazzi cuenta con una tecnología innovadora6 
para  atender las Peticiones, Quejas y Reclamos,  ya que desde el momento 
mismo de radicar una solicitud el Instituto le asigna a uno de sus funcionarios la 
responsabilidad de darle respuesta de fondo a los mismos.  
 
El Instituto Geográfico Agustín Codazzi cuenta con un amplio personal capacitado 
para resolver todas las inquietudes de cada usuario en pro de que cada una de las 
solicitudes radicadas en el IGAC, sean realmente de competencia del mismo. 
También es de vital importancia mencionar que al momento mismo de llegar al 
Instituto los empleados que laboran allí prestan la debida orientación, para que los 
usuarios puedan presentar sus solicitudes en las instalaciones propias del IGAC o 
desde la comodidad de su hogar por medio de la plataforma virtual o página 




 ARTICULO 6°. ASPECTO FISCAL. El aspecto fiscal consiste en la preparación y entrega a los Tesoreros 
Municipales o quien haga sus veces y a las Administraciones de Impuestos Nacionales respectivas, de los 
listados de los avalúos sobre los cuales ha de aplicarse la tasa correspondiente al impuesto predial unificado y 
demás gravámenes que tengan como base el avalúo catastral, de conformidad con las disposiciones legales 
vigentes. Resolución 70 del 04 de  Febrero de 2011. Expedida de Dirección General del IGAC. : Publicada en 
el Diario Oficial 47986 Febrero 17 de 2011.  
 
6
 Plataforma virtual interna por medio de la cual se asigna y se da seguimiento a cada una de las solicitudes 
realizadas. IGACNET/2009  
7





La investigación, análisis e interpretación de las Peticiones, Quejas y Reclamos, 
por las diversas funciones y servicios que presta el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi, propende con la actualidad social; debido al déficit presupuestal que 
tienen los gobiernos, buscando entonces un incremento en las tasas y tributos de 
aplicación a los contribuyentes. 
 
El IGAC es el encargado de realizar la actualización, conservación y el inventario 
del mercado inmobiliario a nivel nacional, por lo tanto todo propietario de un bien 
inmueble está sujeto a ser usuario de dicha institución, cumpliendo entonces de 
esta forma con la  C.N de 1991 lo cual se ve reflejada en el respeto de los 
derechos fundamentales y el debido proceso en sus actuaciones.  
 
Por lo tanto la presente investigación busca vincular la sociedad intelectual con la 
población civil, pretendiendo que los eruditos analicen el tema frente a la 
problemática planteada, desarrollando alternativas, interponiendo soluciones, o 
haciendo más viable el acceso a la administración. Es así que nos atañe a la 
población civil, funcionarios públicos, en especial del Agustín Codazzi, 
contratistas, abogados,  juristas y propietarios de bienes inmuebles, como también 
al estado en general, pues del Instituto Geográfico Agustín Codazzi depende no 
solo la actualización, conservación e inventario de los bienes inmuebles del país, 













2.4.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 Identificar como es la evaluación y seguimiento a las Peticiones, Quejas, 
Reclamos realizadas al Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial 
Risaralda, con sede en la ciudad de Pereira desde el año 2010 al 2012.  
 
2.4.2. OBJETIVOS ESPECIFICOS  
 
 Determinar cuál es el proceso que se le aplica a cada solicitud o derecho de 
petición conforme al marco jurídico y técnico del Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi Territorial Risaralda9.  
 
 Categorizar cuales de estas solicitudes o peticiones generan 
reclamaciones, quejas y posteriormente la apertura de un proceso 
disciplinario.  
 
 Demostrar la viabilidad  de los procesos disciplinarios de competencia del 





9Artículo 23. Constitución Política de Colombia 1991, Resolución 70 de 2011 entre otras. 

3. RESULTADOS ESPERADOS 
 
1- Orientar a los ciudadanos conforme a la realización de una debida petición. 
 
2- Establecer la existencia o no de falencias disciplinarias del IGAC.  
 
3- Elaboración de un trabajo de investigación. 
 
4- Socialización del trabajo de investigación 
 
5- Divulgar la presente investigación entre los funcionarios del IGAC. 
 
6- Presentación de informe final ante las directivas de la Universidad Libre 
Seccional Pereira, como requisito de grado para obtener el título de 
Especialista en Derecho Administrativo. 
 

4. MARCOS DE REFERENCIA 
 
4.1.  ESTADO DEL ARTE: 
El derecho disciplinario trae descendencias tanto Francesas como españolas por 
ello cabe en importante relevante anotar lo que el autor español GARCIA MACHO 
anota:  
“… surge en Prusia, durante el reinado de Federico Guillermo 
I, una organización funcionarial al servicio del estado. La 
relación funcionarial se considera en estos momentos no ya 
como un contrato de prestación de servicios que puede 
romperse en cualquier momento, sino como una relación 
profesional de servicio al Rey en cuanto representante del 
Estado.”10   
Cabe anotar bajo el sendero de evolución que trae al derecho Disciplinario a 
nuestra sociedad moderna su trascendencia y evolución en Colombia, se 
presenta, conforme al desarrollo del mismo frente al derecho penal, su 
diferenciación tiene un alto grado de interés frente a las teorías de responsabilidad 
del estado frente al actuar o no de sus funcionarios. El siglo XX y XXI, marcaron 
significativamente los inicios de la división sociológica y dogmatica del derecho 
disciplinario. 
El tema de estudio sobre Investigaciones Disciplinarias en el Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi Territorial Risaralda, propiamente dicho no ha sido objeto de 
enfoque investigativo hasta el momento en su determinación espacial y temporal; 
por el contrario la investigación sobre la evolución y el alcance actual del derecho 
disciplinario11 y su lucha por la distinción frente a la corriente jurídica del derecho 
 
10
 García Macho, Ricardo. Las relaciones especiales de sujeción en la constitución Española. Tecnos 
1992.p.28. España. 
11También, muy importantes, sin poder mencionar a todos los nuevos doctrinantes, los trabajos de: 
 
a) Edgardo José Maya Villazón. Cambios fundamentales y filosofía de la reforma. Código Disciplinario 
Único. Instituto de Estudios del Ministerio Público-Procuraduría General de la Nación, 2002; 
b) Jaime Ossa Arbeláez. Derecho administrativo sancionador. Una aproximación dogmática, Bogotá, Legis, 
2009; 

penal ha sido un tema bastante debatido frente a la historia por diferentes autores, 
por años el derecho disciplinario era no más que un derecho punitivo a la sombra 
del derecho penal, la función pública no era conocida como tal en vista de las 
formas de gobierno que existieron en los inicios de la historia humana, sociedad 
monárquicas y tradicionalista que vinculaban al poder del estado con el poder 
divino, fundadas bajo normas meramente teológicas.  
Así a la luz de la Constitución Política Colombiana de 1991 el desarrollo 
normativo, doctrinario y jurisprudencial del derecho disciplinario se enfoca más en 
el establecimiento de medidas preventivas más que correctivas frente a las 
posturas y circunstancias que la sociedad plantea. Siguiendo por este enfoque el 
    
c) Esiquio Manuel, Sánchez Herrera. Dogmática practicable del Derecho disciplinario, Bogotá, Procuraduría 
General de la Nación e Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2005; 
d) Miguel Ángel Barrera Núñez. Código Disciplinario del abogado comentado, Bogotá, Ediciones Doctrina y 
Ley, 2008; 
e) David Alfonso Roa Salguero. Construcción dogmática del Derecho disciplinario. Influencia de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, Bogotá, Editorial Gustavo Ibáñez, 2010; 
f) Fernando Brito Ruíz. El proceso disciplinario, Bogotá, Instituto de Estudios del Ministerio Público y 
Procuraduría General de la Nación, 2003; Fernando Brito Ruíz. Juicio al Presidente de la República, Bogotá, 
Instituto de Estudios del Ministerio Público y Procuraduría General de la Nación, 2008; 
g) José Rory Forero Salcedo. Manual de Derecho disciplinario, Bogotá, Grupo Ecomedios, 2003; José Rory 
Forero Salcedo. Estado Constitucional, potestad disciplinaria y relaciones especiales de sujeción. Bogotá, 
Instituto de Estudios del Ministerio Público y Procuraduría General de la Nación, 2007; 
h) Francisco Farfán Molina. Policía Judicial disciplinaria, Bogotá, Procuraduría General de la Nación, 2005; 
Francisco Farfán Molina. La cadena de custodia en la investigación disciplinaria, Bogotá, Instituto de 
Estudios del Ministerio Público-Procuraduría General de la Nación, 2007 en coautoría con Carlos Eduardo 
Valdés Moreno; Francisco Farfán Molina. La prueba ilícita en el proceso disciplinario, Bogotá, Instituto de 
Estudios del Ministerio Público y Procuraduría General de la Nación, 2007; 
i) Oscar Villegas Garzón. Práctica forense disciplinaria, Bogotá, Grupo Ecomedios, 2003; 
Oscar Villegas Garzón. El proceso disciplinario, Bogotá, Ediciones Gustavo Ibáñez, 2004; 
j) José Fernando Reyes Cuartas. Estudios de Derecho disciplinario, Bogotá, Ediciones Nueva Jurídica-
Gustavo Ibáñez, 2004; 
k) Jaime Mejía Ossman. Código Disciplinario Único. Parte general, Bogotá, Doctrina y Ley, 1999; 
l) Iván Velásquez Gómez. Manual de Derecho disciplinario, Medellín, Librería Jurídica Sánchez R., 
1996; 
m) Diomedes Yate Chinome. Tendencias y proyecciones de la ley disciplinaria al amparo de los principios 
rectores, Bogotá, Instituto de Estudios del Ministerio Público y Procuraduría General de la Nación, 2008; 
n) Carlos Mario Isaza Serrano. Derecho disciplinario. Parte general, Bogotá, Ediciones Jurídicas Gustavo 
Ibáñez, 1997; 
o) Carlos Arturo Gómez Pavajeau  Dogmática del Derecho disciplinario, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 2007; El Derecho disciplinario judicial. Su autonomía e independencia y Dogmática disciplinaria 
judicial, Bogotá, Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” y Consejo Superior de la Judicatura, 2007. 
 

artículo 29 de la carta política establece el debido proceso12 frente a las 
actuaciones y juicios de los colombianos sin distinción alguna por tanto se incluye 
los funcionarios públicos. 
Para concluir la investigación actual presenta aspectos novedosos frente a la 
postura de mejorar el desarrollo funcional del IGAC, al evaluar la función de sus 
empleados, la visión que de ellos se deriva y los resultados que generan.  
 
4.2. MARCO TEÓRICO: 
“La doctrina colombiana ha enseñado que la potestad disciplinaria aplicable a los 
servidores públicos deriva modernamente de las nociones de jerarquía, 
competencia y disciplina propias de la ciencia de la administración”13. En vista de 
esta noción, cabe anotar que el mando y el poder significan jerarquía y dominio; 
por tanto son formas de control, el derecho disciplinario es una forma de control 
legal adoptado dogmáticamente para ser parte integral de una sociedad reglada, 
la función social que presta el estado y las responsabilidades que soportan las 
personas llamadas servidores públicos: al cumplir funciones propias o 
encomendadas, manejar emolumentos del estado; generan un alto grado de deber 
frente a los demás por ellos los controles deben ser más estrictos y rigurosos, al 
igual que novedosos.  
 
12
 En reciente jurisprudencia se anotó: “Debe recordar la Sala, que el proceso disciplinario por si [sic] mismo 
ofrece garantías procesales que de no ser respetadas por el operador le abren paso al juez contencioso 
administrativo para que en el marco propio del proceso ordinario y conforme a las causales señaladas por el 
legislador, decrete la nulidad de las decisiones allí tomadas; lo que de otra manera indica, que el proceso de 
nulidad y restablecimiento no es una tercera instancia que permita reabrir el debate para conceder una lectura 
diferente a las pruebas, o a los escritos defensivos o a la calificación de las faltas controvertidas en las 
instancias administrativas. No obstante, si en la actuación disciplinaria se evidencia que hubo violación del 
debido proceso (art. 29 C.P.), la intervención judicial es viable o mejor obligatoria, para restablecer la 
legalidad de las actuaciones o de las decisiones de la administración”: Consejo de Estado, Sección Segunda, 
Subsección A. Sentencia del 20 de enero de 2011, rad. n.º 76001-23-31-000-2002-02168-01(2274-08), C.P.: 
Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
13
 Carlos Arturo Gomez Pavajeau, Dogmatica del Derecho disciplinario, Universidad Externado de 
Colombia, Tercera Edicion, p.66. 

La función pública se encuentra dirigida y orientada por principios, los cuales 
sirven de faros de entendimiento a la comunidad, partiendo de esto todas 
conductas por las cuales se deben iniciar las actuaciones disciplinarias deben 
estar ceñidas al principio de legalidad, ya que el servidor público únicamente 
puede realizar lo que le está permitido en la constitución, la ley y normas que lo 
rigen, e ahí donde se denota la teoría de las “relaciones especiales de sujeción” 
señaladas así por autores y tratadistas como JOSE RORY FORERO SALCEDO14, 
en la cual se plantea la postura de que todos los ciudadanos estamos frente a una 
relación de control frente al estado, en vista de los derechos que tenemos y como 
contraprestación los deberes que hay que cumplir, necesariamente todos los 
ciudadanos estamos en dicha relación frente al estado, pero cuando un ciudadano 
ingresa a una situación especial en relación con el estado ejemplo: los que 
conforman las fuerzas armadas, los funcionarios públicos, los estudiantes, entre 
otros; por lo tanto los funcionarios públicos deben cumplir con unos deberes y 
tienen un control más estricto que otros ciudadanos colombianos15, a raíz de esta, 
la excepción no podrían ser los funcionarios del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi, los cuales deben ser objeto de control por parte de la oficina jurídica 
propia de la entidad, la funciones del IGAC son fundamentales para el territorio 
Risaraldense, esto es, así un punto de apoyo para enfocarnos en vista de la 
actualidad nacional, en la cual los gobiernos procuran por: generar cambios, 
concientizar e implementar medidas que eviten actos corruptos de los funcionarios 
y empañar aun más la visión que tiene la ciudadanía de la función pública; en 
mejorar la actividad del instituto desde el interior, si se hace un trabajo bien 
desarrollado la meta general como misión del instituto se conseguirá mucho más 
fácilmente, esto únicamente se puede conseguir mediante una evaluación de 
 
14
 Doctor en Derecho por la Universidad Complutense de Madrid (España). Estudios avanzados en Derecho 
Constitucional en la Universidad Complutense de Madrid. Especialista en Derechos Humanos por la 
Universidad Complutense. Abogado y Especialista en Derecho Público de la Universidad Externado de 
Colombia. Tratadista, Conferencista y Catedrático. Miembro Activo del Instituto Colombiano de Derecho 
Disciplinario (I.C.D.D.) y del Colegio de Abogados en Derecho Disciplinario (C.A.D.D.). Director del Grupo 
de  investigación en Derecho Disciplinario y Derechos Humanos, categoría “C” de Colciencias, adscrito a la 
Universidad Libre de Colombia. 
15
 Artículo 6, constitución política de Colombia 1991. 

gestión de calidad, como de funciones y responsabilidad con la labor a desarrollar. 
Las evaluaciones internas son necesarias y el seguimiento en el campo disciplinar 
o del derecho administrativo sancionatorio es fundamental para la evolución de las 
instituciones. De igual forma la jurisprudencia ha avanzado en el campo de la 
dogmatica jurídica que acoge el derecho administrativo sancionatorio no tanto 
como especie del derecho penal, si no ya como un género independiente dotado 
de acciones, conductas y sanciones autónomas. La jurisprudencia administrativa 
continua inmóvil en el reconocimiento del ambiente administrativo del derecho 
disciplinario y de sus sanciones, en continua jurisprudencia del consejo de estado 
se resalta: 
“la sanción es un vocablo de precisión jurídica que comprende 
las innúmeras situaciones particulares que sobrevienen en 
gracia a la realización de los distintos supuestos previstos en 
las reglas positivas del derecho. Traduce la sanción la 
consecuencia jurídica impuesta por el legislador para los 
eventos de inatención, desacato inobservancia, transgresión, 
etc., de un deber jurídico.   
En el ámbito del derecho disciplinario, la contravención o falta, 
como presupuesto causal, conlleva como secuela la 
imposición de típicas medidas como la multa, la suspensión, la 
destitución. En el derecho administrativo, y en cuanto dice 
relación la manifestación de voluntad administrativa, su de 
sustanciación, esto es, la pérdida de su aplicabilidad, de su 
obligatoriedad, de la oposición con mandamientos jurídicos 
superiores, culmina en su caso, con medidas típicamente 
administrativas y ajenas definitivamente a una significación 
penal”16       
 
4.3. MARCO JURÍDICO: 
La Constitución Nacional de 1991, regula de manera expresa los fines del estado, 
así mismo establece los parámetros y pilares de las actuaciones de los 
 
16
 Consejo de Estado, Sección Primera, sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 27 de 
Noviembre de 1990, M.P: Rodrigo Viera Puerta, exp. 123. 

funcionarios públicos; de igual forma constituye los principios de la función pública 
como competencia y actuar fundamental del estado.17    
Del mismo modo nos enuncia las responsabilidades tanto de los particulares como 
de los servidores públicos, y por lo que cada uno de ellos debe responder, 
dejándole entonces una mayor responsabilidad a los servidores públicos.18 
De otro lado la Constitución Política, nos habla de la responsabilidad que tiene el 
estado Colombiano con cada uno de los particulares, de reparar los daños 
causados cuando dichos daños le sean imputados al estado.19 
Finalmente nuestra constitución política nos hace particular énfasis en las 
funciones y deberes del empleado público20 
La Resolución 2555 de 1988, “Por la cual se reglamenta la Formación, 
actualización de la  Formación   y  Conservación  del  Catastro  Nacional, y 
subroga la resolución No. 660 del 30 de marzo de 1984”. 
Esta resolución reglamentaba las funciones y deberes del Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi, por lo tanto no solo este Instituto debía cumplir la Constitución 
Política y las leyes, sino también se tenía que ceñir a esta Resolución, la cual 
estuvo vigente hasta el 04 de Febrero del año 2011. 
La Resolución 70 de 2011, esta resolución surge debido a que después de la 
anterior resolución 2555 de 1988, se dictaron una serie de normas las cuales 
reglamentaban el catastro nacional por lo cual era necesario unificarlas. Además  
 
17
 Tal como lo reglamenta el articulo 2 al decir “Son fines esenciales del Estado (…) servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 
en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; (…). 
18
 Artículo 6: Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las 
leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 
funciones. 
19
 Artículo 90: El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
20
 Artículo 122(…) No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento y para 
proveer los de carácter remunerado se requiere que estén contemplados en la respectiva planta y previstos sus 
emolumentos en el presupuesto correspondiente. (…) 
	
debido a las nuevas tecnologías era indispensable también establecer y adoptar 
un marco normativo que permita, un contexto jurídicamente seguro en el uso de la 
tecnología como un medio de intercambio de información y su aprovechamiento 
por parte de los usuarios y de las autoridades catastrales. 
La Ley 734 de 2002 Código Único Disciplinario, por medio del cual  se establece 
las conductas, sujetos, procedimientos y normas aplicables frente a las 




5. CAPITULO I 
ESTRATEGIA METODOLOGICA. 
 
5.1. TIPO DE INVESTIGACION 
 
Socio Jurídico  
Esta es una investigación descriptiva.  
 
5.2. METODO DE INVESTIGACION 
El método de investigación es de análisis y síntesis21.  
 
5.3. INFORMACION PRIMARIA  
 
Estadísticas de las peticiones, quejas y reclamos, obtenidos de la plataforma 
virtual denominada IGACNET. 
  
5.4.  INFORMACION SECUNDARIA 
 
Constitución Política de Colombia, leyes, Doctrina,  jurisprudencia y Resoluciones 





 Guía para la elaboración de proyectos de investigación, suministrado por la Universidad Libre de Pereira, 
Tercera Edición, 2011. 
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6. CAPITULO II 
6.1. CONCEPTOS HISTORICOS DEL DERECHO DISCIPLINARIO. 
En la República Democrática de Colombia establecida bajo un marco normativo 
del derecho continental, cuyas bases son el derecho Romano, la corriente 
disciplinaria en nuestro país surge bajo este concepto jurídico. 
Teniendo sus primeros rasgos a nivel mundial en la Europa medieval durante la 
trasgresión del poder de los estados monárquicos a grupos representativos de los 
ciudadanos, mediante la sublevación de la plebe22. De igual forma sus inicios más 
remotos nacen de la idea del funcionario público como tal, el cual surge desde la 
Francia del siglo XIII pasando por reinos como el Español e imperios como el 
Prusiano, cuando los funcionarios eran remunerados para que le fuera permitido al 
rey insistir en sus derechos feudales y lo cual obligaría a reglamentar las 
situaciones derivadas de dichos derechos, denominando a este sistema la 
burocracia; siendo los laicos la gran mayoría de servidores públicos en dichos 
estados, en consecuencia la iglesia dejo sin protección a estos representantes de 
la iglesia y así la monarquía se encontró en una relación de mando sobre estos al 
ofrecerle servicios de protección en contraprestación a un mayor control. A partir 
de entonces entre los servidores del estado (laicos) y la monarquía se generaron 
unas condiciones laborales ajustadas a las necesidades, ordenes e intereses del 
poder y obteniendo como ganancia para los monarcas un control administrativo 
mucho más rigoroso. El  estado monárquico obtuvo un mayor poder administrativo 
otorgado por los servidores cuyas condiciones laborales, salarios, y garantías 
mejoraron en gran parte, pero con el transcurrir del tiempo los poderes del 
monarca disminuían conforme aparecían las teorías de responsabilidad pública 
comenzando con el tan remembrado “fallo blanco”, fallo histórico que fue punto de 
partida para establecer mecanismos y parámetros para saber en qué situaciones 
 
22
 Carlos Mario Isaza Serrano, Teoría General del Derecho Disciplinario. Segunda Edición Editorial Temis 
2009. p. 5 
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era responsable el estado frente a los daños causados a terceros por sus 
miembros activos.  
“Otro ejemplo histórico que ilustra la paulatina formación estatutaria 
de la función pública y con ella el derecho disciplinario, lo constituye 
en el mismo país, la preocupación de los oficiales por las 
destituciones arbitrarias que de ellos se estaban haciendo, a causa 
de los desórdenes civiles que afectaban el régimen monárquico, bajo 
el gobierno de Juan el Bueno y más aún, el de Carlos VI, siendo la 
reclamación por mayor estabilidad, la cual les fue concedida como 
medio para paralizar las intrigas entre las facciones rivales”23 
“En la medida en que se centralizaba el poder se acentuaba más aun 
la necesidad de un aparato administrativo, en tanto que el fiscalismo 
y la venalidad en la provisión de los cargos seguían avanzando. Con 
el propósito de combatir tales abusos, el rey enviaba comisarios en 
algunos casos estos se denominaron “intendentes de justicia” y 
tuvieron conflictos con los financistas y con las ciudades a las cuales 
habían impuesto una tutela administrativa. Así surge un mecanismo 
para regular la administración y aumentar los ingresos fiscales y los 
poderes del rey”24 
La transición social que se reflejó durante la época del medioevo en Francia, 
frente a la relación especial de los funcionarios al mando del monarca con el poder 
mismo, dio como resultado un fuero invisible que recubría la estela de función de 
aquel que servía a la corona; los servidores o funcionarios públicos comenzaron a 
ser objeto de una mayor responsabilidad que incluía la aparición de la figura de la 
delegación como una forma activa de desconcentración del poder y buscar así la 
eficacia y eficiencia del cumplimiento de las funciones encomendadas.  
La relación entre el empleado público y el titular del poder, se 
consideraban aún más estrecha e indispensable “no ya como (sic) un 
contrato de prestación de servicio que puede romperse en cualquier 
 
23
 Carlos Mario Isaza Serrano, Teoría General del Derecho Disciplinario. Segunda Edición Editorial Temis 
2009. p. 5 
24
 Carlos Mario Isaza Serrano, Teoría General del Derecho Disciplinario. Segunda Edición Editorial Temis 
2009. p. 6 
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momento, sino como una relación profesional de servicio al rey, en 
cuanto representantes del estado”25 
“En el siglo subsiguiente este sistema fue perfeccionándose 
paulatinamente, al consignarse en el documento de nombramiento 
una cláusula de estilo conocida con el nombre de BENEPLASITUM, 
que le garantizaba al funcionario no ser despedido sino cuando 
mediara “grave y legitima causa”.26   
A partir de esto el derecho disciplinario se fue acumulando en las instancias 
judiciales sin la connotación que actualmente se le da, así en el siglo XVIII en los 
estados Europeos el derecho disciplinario era una forma más del derecho 
sancionatorio con las características esenciales del derecho penal; este empieza a 
tener participación activa en el contexto jurídico  raíz de la división tripartita del 
poder. 
Durante la evolución del Derecho Disciplinario surgieron diferentes instituciones 
las cuales alcanzaban un mayor valor dentro del sistema jurídico: 
“El Derecho Peninsular. Dentro de este sistema normativo se resalta: - “la 
visita”. “consistía en la inspección que se efectuaba a un funcionario o 
gobernante en concreto o a un organismo colegiada con el fin de examinar 
sus actuaciones administrativas”.27 Un rasgo característico de esta 
institución es que por primera vez se incrementa la categorización de faltas 
al igual que las investigaciones de carácter oficioso o motivado, muy 
parecida a la época actual a los contratos de auditoría, ya que dichos 
visitadores tenían carácter idóneo y alta responsabilidad del rey. 
El juicio de residencia. El juicio de residencia consistía en una investigación 
sobre la conducta y manejo de los asuntos confiados a cargo de los 
funcionarios reales, particularmente aquellos que tenían jurisdicción y 
manejo de caudales. La residencia, generalmente, se hacía al finalizar el 
periodo cuando se trataba de nombramientos a término fijo, como en el 
 
25
 Ricardo García Macho, Las Relaciones de Especial Sujeción en la Constitución Española, Madrid, Tecnos, 
1992 
26
 Carlos Mario Isaza Serrano, Teoría General del Derecho Disciplinario. Segunda Edición Editorial Temis 
2009. p. 7 
 
27
 Carlos Mario Isaza Serrano, Teoría General del Derecho Disciplinario. Segunda Edición Editorial Temis 
2009. p. 9 
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caso de los virreyes, nombrados ordinariamente para un periodo de 5 
años”28 
Con base en lo anterior se parte de una teoría de competencias al solicitar 
que el funcionario tenga una permanencia dentro de un territorio fijo, así se 
evitó la transferencia de intereses y se buscó que el funcionario fuera 
expedito y cercano al cumplimiento de sus funciones. 
La pesquisa: conocida como otro mecanismo de control para los 
funcionarios del estado, esta es de carácter expresa, tacita y objetiva, 
conforme a la ley, la diferencia frente a otros mecanismos se basó en el 
contenido de la falta, esto más de carácter penal, al igual que la 
consecuencia normativa de ella en la cual convergían tanto las de carácter 
punitivo y administrativo, al generar una suspensión del servicio y hasta 
encarcelamiento.   
 
La purga de taula: Era un procedimiento de carácter consecuente, 
escalonado particular el derecho catalán donde se contradecían en un juicio 
la responsabilidad del funcionario infractor conforme al debido proceso, 
cargos y descargos, pero sin la gabela de una jurisdicción especial. Este 
procedimiento característico del aparato burocrático buscaba que el 
funcionario purgara su actuar o no indebido,  conforme a la publicidad y la 
afrenta público. 
 
La visita, el juicio de residencia, la pesquisa y la purga de taula, componen 
el conjunto de instituciones cuya particularidad común estaba representada 
en el resultado que perseguían, transcrito de palabras de JOSE 
SALCEDO29, en asegurar una administración leal, justa y eficaz de los 
funcionarios exigiéndoles responsabilidad por los actos cometidos en el 
ejercicio de sus cargos.   
 
La colonia: - Las Audiencias. La época de la colonia se veía agobiada por la 
distancia entre la madre patria y sus conquistas, a raíz de ello surgieron 
tribunales y consejos, los cuales hacían más eficientes la labor de impartir 
las órdenes del rey y controlar las actuaciones de los funcionarios; las 
audiencias surgieron así como un medio de control paralelo al virrey, las 
cuales gestionaba como autoridad y tomaban decisiones frente a las 
políticas administrativas y económicas de la colonia”30. 
 
28
 Carlos Mario Isaza Serrano, Teoría General del Derecho Disciplinario. Segunda Edición Editorial Temis 
2009. p. 11 
29
 Salcedo izu, Joaquin Jose. El consejo real de Navarra en el siglo XVI. Edi. Universidad de Navarra, 
Pamplona, 1964, p. 231. 
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Los oidores: Siguiendo por la senda anterior los oidores conformaban los 
tribunales de audiencia, estos deberían cumplir con unos requisitos los cuales 
consistían en ser personas aptas como fiscales y procuradores con gran 
trayectoria y experiencia; los tribunales de audiencia era precedida por el virrey 
quien era el oidor mayor, estos debían cumplir con un régimen de inhabilidades 
para poder  ejercer la labor de oidor, como no tener tierras en el lugar donde 
desempeña la función, no tener parentesco de consanguinidad ni afinidad, no 
tener relaciones laborales ni comerciales, de amistad o enemistad manifiesta, en 
tal caso se daba cumplimiento al principio de imparcialidad procesal.  
 
Su función era escuchar los reclamos de los habitantes de la colonia, debatirlo en 
juicio y establecer los tratamientos de solución, de igual manera servía como 
entidades de recaudos y tasas tributario. 
 
6.2. DERECHO DISCIPLINARIO COLOMBIANO A PARTIR DE LA 
CONSTITUCION POLITICA DE 1991. 
Es necesario aclarar que el derecho disciplinario en Colombia tiene trascendencia 
antes de la Constitución Política de 1991, en vista que en nuestro estado su 
génesis data desde hace más de 200 años, teniendo una evolución histórica 
desde entonces, ya que el derecho disciplinario se estructura conforme se separa 
la responsabilidad del estado de la responsabilidad de los particulares, por lo tanto 
a partir de 1991, el estado se dio cuenta de la importancia que implicaba 
diferenciar la actividad del estado al igual que establecer estatutos comprometidos 
con los funcionarios públicos y mejorar el régimen aplicable a ellos. 
“Así aparecen en la esquela legal colombiana la ley 200 de 
199531  esta norma surge por la innovación de la constitución al 
implementar organismos de control tales como la procuraduría, 
 
31
 Ley 200 de 1995 julio 28, por la cual se adopta el Código Disciplinario Único, modificado por la ley 734 de 
2002.
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por lo cual se hacía necesario un estatuto disciplinario con el 
cual se adoptara principios rectores de las actuaciones 
disciplinarias, competencias  de los organismos de control, 
tanto de la Procuraduría como de Control Interno, clasificación 
de las faltas, establecimientos de sanciones, causales de 
exoneración así mismo deberes y derechos de los sujetos 
disciplinables. Este código disciplinario único se dividió en tres 
libros, el primero la parte general, el segundo la parte especial 
y el tercero el procedimiento disciplinario, al igual este código 
contaba con unos subtemas y capítulos de los cuales 
anteriormente han sido nombrados.  
Este código surge por la proliferación de normas que regulaban 
la conducta de los servidores públicos y los procedimientos 
respectivos para hacerlos  efectivos, antes de este código 
existían diferentes procedimientos especiales para los distintos 
sectores públicos del estado, como fuerzas militares, policía, 
los maestros, notarios, personal de custodia y vigilancia en las 
cárceles, ministerio de relaciones exteriores, servidores de 
Bogotá, trabajadores de seguro social, ministerio de hacienda, 
rama judicial, entre otras. Es un ejemplo de lo anterior: Decreto 
960 de junio 20 de 197032, reglamentaba la función pública que 
implica el ejercicio de la fe notarial, decreto 2148 de agosto 1 
de 198333, ley 23 de febrero 18 de 1981, por la cual se dictan 
normas en materia de ética médica; decreto 196 de febrero 12 
de 1971, por la cual se dictaban el estatuto del ejercicio de la 
abogacía. 
 No fue suficiente esta norma para cumplir con las expectativas 
sociales, por ello en el año 2002 surge la ley 73434, 
modificando la ley 200 de 1995, en vista de los adelantos 
jurisprudenciales que hacían necesario el pronunciamiento del 
legislador.  
“No obstante el gran avance que presento la ley 200 del 28 de 
julio de 1995, en términos de unificar la dispersa legislación 
que existía en materia disciplinaria, al poco tiempo de su 
aprobación, cuando empezó aplicarse a los procesos en curso 
y los iniciados bajo su vigencia, comenzaron a detectarse 
vacíos, deficiencias, inconsistencias y otros aspectos 
problemáticos, cuya lista ha ido aumentando a lo largo de los  
 
32
 Por la cual se expide el estatuto de notariado, Decreto 960 de Junio 20 de 1970 
33
 Por la cual se reglamenta los decretos 960 y 2163 de 1970 y la ley 29 de 1973, 
 
34
 Ley 734 de 2002 febrero 5 por el cual se expide el Código Disciplinario Único. 
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años que lleva rigiendo. Aunque algunas de estas dificultades 
se han solucionado gracias a la labor interpretativa, bien de la 
corte constitucional en las sentencias de la exequibilidad o 
inexequibilidad de las normas del código que han sido 
demandadas, bien del Procurador General de la Nación en los 
fallos disciplinarios, aún existen varios problemas cuya solución 
excede los alcances de la interpretación y esa medida 
requieren necesariamente una reforma legal. 
Tal vez una de las mayores deficiencia, y la que más críticas 
ha generado por sus graves consecuencias, está en el régimen 
de sanciones. El sistema vigente impide imponer sanciones 
acordes con la gravedad de las conductas debido a la 
enumeración escasa y taxativa de las faltas gravísimas, que 
son las únicas que dan lugar a destitución. De esta forma, 
conductas que afectan de manera verdaderamente grave el 
correcto funcionamiento de la administración pública no son 
castigadas o solo pueden serlo de modo irrisorio, con 
sanciones que no corresponden a la gravedad de los hechos, 
como la represión para un homicidio o la multa en casos de 
existencia de intereses personales en la celebración de 
contratos estatales. Así, a más de generar impunidad, la  
gestión disciplinaria pierde eficacia y poder de disuasión para 
evitar la comisión de faltas””35 
Este nuevo código disciplinario único se estructura en cuatro libros, a diferencia 
del primer código se añade como tercer libro el régimen disciplinario aplicable a 
los particulares en vista del desarrollo y presencia que tomaban sujetos como los 
notarios, las cámaras de comercio entre otros por ello era necesario establecer un 
régimen aplicable a ellos de igual forma. 
Por consiguiente la ley 734 se enfocó en las relaciones de los servidores públicos 
en general, dejando así campo abierto para otros servicios y servidores públicos 
por lo tanto había que legislar a partir de dicho vacío, es así que las siguientes 
normas desarrollaron estos temas: La ley 836 de julio16 de 2003 36 , el decreto 
 
35
 Exposición de Motivos ley 734 de 2002, gaceta del congreso 291 de julio 27 de 2000, Bogotá – Colombia.   
36
 Ley 836 de julio 16 de 2003, por la cual se expide el reglamento del régimen disciplinario para las fuerzas 
militares  
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1798 de septiembre 14 de 200037, ley 1015 de febrero 7 de 200638, ley 1123 de 







 Decreto 1798 de septiembre 14 de 2000, por el cual se modifican las normas de disciplina y ética para la 
policía nacional.  
38




URISPRUDENCIA DISCIPLINARIA  A PARTIR DE LA LEY 734 DE 2002  
 
SENTENCIA 181 DE 2002: Magistrado Sustanciador: Dr. MARCO 
GERARDO MONROY CABRA. En ejercicio de la acción pública de 
inconstitucionalidad consagrada en el artículo 241-1 de la Constitución 
Política, el ciudadano Carlos Mario Isaza Serrano demandó la inexequibilidad 
de los artículos 9° (total), 20, 25, 27, 29, 30, 44 (parciales), 65 (total), 116, 
131, 146, 151 y 157 (parciales) de la Ley 200 de 1995  expres<.  
En esta sentencia “La Corte Constitucional ha establecido que el derecho 
disciplinario es una rama esencial al funcionamiento del Estado “enderezado 
a regular el comportamiento disciplinario de su personal, fijando los deberes 
y obligaciones de quienes lo integran, las faltas, las sanciones 
correspondientes y los procedimientos para aplicarlas”. 
 
SENTENCIA C-949 DE 2002. Bogotá, D.C., seis (6) de noviembre de dos mil dos 
(2002). Magistrado Ponente: Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA. Acción pública de 
inconstitucionalidad. 
 
La honorable corte constitucional en esta providencia en la cual se busca declarar 
inexequible el numeral 11 del artículo 35 de la ley 734 de 2002, en dicha 
jurisprudencia la corte retomo apartes de la sentencia C- 728 de 2000 como:  
“de que la investigación disciplinaria acerca de reiterado e 
injustificado incumplimiento de las obligaciones del servidor 
público sólo podrá iniciarse con base en sentencias proferidas 
por las respectivas jurisdicciones, en las que se declare que 
un servidor público ha incumplido sus obligaciones. 
(…) 
El fin de la norma bajo examen es el de garantizar que los 
servidores públicos respondan al modelo del ciudadano 


cumplidor de sus obligaciones legales y que no lesionen la 
imagen pública del Estado.39 Detrás de este objetivo pueden 
encontrarse varias razones: por un lado, que los funcionarios 
son la representación más visible del Estado y se espera que 
sus actuaciones concuerden con las visiones que se proponen 
acerca de la colectividad política y del papel de cada uno de 
los asociados dentro de ella; por otro lado, que los servidores 
públicos son los encargados de realizar las actividades 
estatales en beneficio de los ciudadanos y que, en 
consecuencia, deben brindar con su vida personal garantía de 
que en el desarrollo de sus labores responderán a los 
intereses generales de la comunidad; de otra parte, que, en la 
medida de lo posible, los servidores públicos estén liberados 
de los inconvenientes y los trastornos que generan las 
continuas reyertas y desavenencias derivadas del 
incumplimiento de las obligaciones privadas, de manera que 
puedan dedicarse de lleno a sus labores y que no involucren a 
las entidades estatales en esos conflictos; y, finalmente, que 
los funcionarios no se amparen en su calidad de servidores del 
Estado para cometer desafueros, bajo el entendido de que su 
condición infunde temor en los afectados por sus decisiones.40 
 (...) 
  
Pero, además, cabe aclarar que lo que se sancionaría disciplinariamente no sería 
el incumplimiento de una determinada obligación civil, comercial, laboral o de 
familia, sino la sistemática vulneración del orden jurídico por parte de un servidor 
público. Es decir, no se trataría de castigar incumplimientos determinados, sino la 
actitud de un funcionario de trasgresión metódica del ordenamiento. En un 
momento dado, la acumulación de incumplimientos de las obligaciones legales por 
parte de un servidor público adquiere una entidad, una sustancia propia, distinta 
de la de cada uno de los hechos que configuran esa invariable actitud de desacato 
a las normas jurídicas. Es precisamente esa conducta autónoma y propia la que 
podría llegar a ser sancionada... 
El Estado establece un orden jurídico y los servidores públicos 
son los principales encargados de que impere en la vida 
 
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 Sentencia c-949 de 2002. Acción pública de inconstitucionalidad. 
40
 Sentencia c-949 de 2002. acción pública de inconstitucionalidad. 
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social. Los funcionarios deben, entonces, velar por la 
aplicación y el cumplimiento de las normas constitucionales y 
legales. Si ello es así, sufre gran mengua la imagen y 
legitimidad del Estado, cuando algún servidor público se 
convierte en un violador impenitente del orden jurídico. Esa 
conducta atenta contra el buen nombre de la actividad estatal 
y contra el interés de todo Estado democrático participativo de 
generar con los ciudadanos una relación de cercanía y 
confianza.”41  
 
Con esta providencia se evidencia claramente la instalación de un nuevo régimen 
legal, que induce a una relación especial de responsabilidad frente a la actividad 
estatal, el derecho disciplinario se abre paso frente a la demás disciplinas jurídicas 
como un derecho independiente que busca mantener la figura pública del estado 
intacta. 
 
La sentencia inicia con la exposición de motivos de la Ley 734 de 2002 en la 
cual se expuso lo siguiente:: 
 
 “Un régimen de sanciones más severo” cabe 
entender esto como la entrada en rigor del sistema 
disciplinario frente unos sujetos activos que se 
encuentran en estrecha relación frente a los 
demás sujetos del estado. 
 
“El proyecto conserva la clasificación de las faltas 
en gravísimas, graves y leves, pero modifica las 
sanciones imponibles para cada categoría. 
“Dado el deterioro ético y moral del ejercicio de la 
función pública, la magnitud de la corrupción 
administrativa y el nivel de desconocimiento de los 
derechos ciudadanos, para que la labor de control 
disciplinario pueda resultar eficaz, se consideró 
necesario que las sanciones sean más severas y 
drásticas. De otra manera, la situación descrita 
 
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puede empeorar42. Si los abusos del poder público 
no se enfrentan con sanciones disciplinarias 
fuertes, éste se desborda, escapa a todo control y 
se torna definitivamente arbitrario. 
 
“La imposibilidad legal de imponer sanciones 
severas acordes con la gravedad de las conductas 
y de inhabilitar a los funcionarios de manera más 
drástica se resuelve, por una parte, aumentando 
las faltas que dan lugar a la destitución, y por otra, 
aumentando el término de las suspensiones e 
inhabilidades. 
 
Si la razón de ser de la falta disciplinaria es la infracción de unos deberes, para 
que se configure violación por su incumplimiento, el servidor público infractor sólo 
puede ser sancionado si ha procedido dolosa o culposamente, pues el principio de 
la culpabilidad tiene aplicación no sólo para las conductas de carácter delictivo 
sino también en las demás expresiones del derecho sancionatorio, entre ellas el 
derecho disciplinario de los servidores públicos, toda vez que “el derecho 
disciplinario es una modalidad de derecho sancionatorio, por lo cual los principios 
de derecho penal se aplican mutatis mutandi en este campo pues la particular 
consagración de garantías sustanciales y procesales a favor de la persona 
investigada se realiza en aras del respeto de los derechos fundamentales del 
individuo en comento, y para controlar la potestad sancionadora del Estado 
SENTENCIA 853 DE 2005: Por medio de la cual el ciudadano Fernando Abello 
España demandó el parágrafo del artículo 55 de la Ley 105 de 1993, el cual reza 
(…)“Corresponde a la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, 
sancionar administrativamente a los particulares, personas naturales o jurídicas 
relacionadas con el sector, por la violación de los reglamentos aeronáuticos y las 
demás normas que regulan las actividades del sector aeronáutico” (...).  
 
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“PARÁGRAFO. El reglamento aeronáutico fijará los 
criterios para la imposición de las sanciones de que 
trata el presente artículo".”43 
El accionante al demandar la norma en mención expresa que esta viola el artículo 
29 de la constitución política ya que según él, como se puede observar en el 
parágrafo deja a disposición de la aeronáutica civil la imposición de sanciones 
para los que presuntamente sean objeto de una investigación administrativa por 
parte de esta entidad, lo cual deja entrever que el ejecutivo le da a una entidad 
administrativa como lo es la aeronáutica civil funciones legislativas y así poder de 
esta forma la entidad en cuestión establecer  las faltas sancionables y su 
respectiva consecuencia, a lo cual la corte en sus consideraciones dejo claro que 
si bien es cierto el parágrafo da la impresión de que la aeronáutica civil puede 
estipular que acciones son considerables para originar una sanción administrativa, 
también lo es  que los reglamentos aeronáuticos debe consultar las exigencias 
constitucionales propias del derecho sancionador y respetar el debido proceso y el 
principio de legalidad.  
“Así, se debe preservar la reserva de ley en la 
descripción de las conductas reprochables; el 
reglamento debe ser preexistente a la conducta y debe 
definir con absoluta claridad los criterios técnicos a 
imponer, sujetándose en todo caso a la ley. No son 
admisibles los criterios ambiguos o indeterminados y es 
imprescindible que se tengan en cuenta siempre los 
bienes jurídicos a proteger en el ámbito aeronáutico. En 
esta misma dirección, el reglamento deberá precisar el 
tipo de sanción -obviamente dentro de las señaladas en 
la ley- que corresponde a cada conducta reprochable”.44 
Por lo cual la corte decide “Declarar EXEQUIBLE, por 
los cargos estudiados en esta Sentencia, el parágrafo 
del artículo  de la Ley 105 de 1993 sólo bajo el 
entendido que los criterios que pueda establecer el 
 
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reglamento aeronáutico para la imposición de las 
sanciones son estrictamente técnicos”.45 
SENTENCIA 507 DE 2006. Mediante acción pública de inconstitucionalidad, el 
ciudadano Miguel Arcángel Villalobos Chavarro presentó demanda contra el 
artículo 40 del Decreto Ley 1798 de 2000 “Por el cual se modifican las normas de 
disciplina y ética para la Policía Nacional”. Para el autor el artículo 40 del Decreto 
Ley 1798 de 2000 viola los Derechos constitucionales de la Igualdad y debido 
proceso entre otros, ya que el artículo 40, ya que incluye un acápite de otras faltas 
lo cual se presta para que el juzgador tenga a su libre albedrio la creación de 
faltas  a su libre pensar y lo peor la sanción que se debe aplicar a la presunta 
falta. Lo cual la corte dice que debido a que no se podía realizar una lista 
detallada con las acciones o actuaciones que den lugar a la iniciación de un 
Proceso Disciplinario, por esta razón existía los tipos abierto en el derecho 
disciplinario. “Por ello las deposiciones disciplinarias tienen un complemento 
normativo compuesto por disposiciones que contienen prohibiciones, mandatos y 
deberes, al cual debe remitirse el operador disciplinario para imponer las 
sanciones correspondientes, circunstancia que sin vulnerar los derechos de los 
procesados permite una mayor adaptación del derecho disciplinario a sus 
objetivo”46.   
Como también expreso en esta sentencia la corte que el hecho de que se le pueda 
atribuir al investigador disciplinado el hecho de calificar de menor o mayor 
gravedad una conducta tendiente a iniciar un proceso disciplinario y poner la 
respectiva sanción, no quiere decir que este tenga la capacidad para crear normas 
de carácter disciplinario ya que este no tiene el papel del legislador, ya que este 
solo puede aplicar las normas existentes y creadas con el fin de llevar un debido 




 Acápite del resuelve de la sentencia 853 de 2005 
46
 Sentencia 507 de 2006, consideraciones de la corte 
 

“Declarar  EXEQUIBLE,  exclusivamente por el cargo 
analizado, el artículo 40 del Decreto Ley 1798 de 2000  “Por el 
cual se modifican las normas de disciplina y ética para la 
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8. CAPITULO IV 
8.1. IGAC Y EL DERECHO DISCIPLINARIO. 
El instituto Geográfico Agustín Codazzi es un establecimiento público del orden 
nacional, regulado por el Decreto 2113 de 1992, con domicilio principal en Bogotá 
D.C. y jurisdicción en todo el país, representado legalmente por el Director 
General, es una entidad encargada de: 
 
 “1. Elaborar y administrar el inventario nacional de bienes 
inmuebles mediante los procesos de Formación, Actualización 
de la Formación y Conservación Catastral.  
2. Producir, analizar y divulgar información catastral mediante 
el establecimiento de un Sistema de Información del Territorio, 
que apoye la administración y el mercado eficiente de la tierra, 
coadyuve a la protección jurídica de la propiedad, facilite la 
planificación territorial de las entidades territoriales y 
contribuya al desarrollo sostenible del país.  
3. Conformar y mantener actualizado un sistema único 
nacional de información que integre las bases de datos de las 
diferentes autoridades catastrales.  
4. Facilitar la interrelación de las bases de datos de Catastro y 
de Registro con el fin de lograr la correcta identificación física, 
jurídica y económica de los predios.  
5. Entregar a las entidades competentes la información básica 
para la liquidación y recaudo del impuesto predial unificado y 
demás gravámenes que tengan como base el avalúo catastral, 
de conformidad con las disposiciones legales vigentes.  
6. Elaborar y mantener debidamente actualizado el Sistema de 
Información Catastral.”48  
 
Como se puede evidenciar el Instituto Geográfico Agustín Codazzi es de vital 
importancia para el desarrollo territorial del país, debido a que  gran parte del 
aspecto jurídico de los inmuebles surge del trabajo realizado por esta Institución, 
ya que es allí donde reposa toda la información histórica y jurídica de cada uno de 
los predios del territorio nacional, pudiéndose apreciar no solo cada uno de los 
 
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terrenos con los que cuenta la nación sino también con los que contamos cada 
uno de nosotros como propietarios o poseedores.  
Es necesario hacer especial énfasis que de las funciones realizadas por el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi tal vez la más importante y la que quizás genere más 
Peticiones, quejas y reclamos, es sin dudarlo la del numeral 5, la cual es de 
entregar a las entidades competentes la información  básica para la liquidación y 
recaudo del impuesto predial unificado y demás gravámenes que tengan como 
base el avalúo catastral. Ya que la mayoría de los propietarios y poseedores 
tienen un concepto erróneo de las competencias del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi, pues el común de las gentes piensan o creen que es este Instituto es el 
responsable de determinar las tarifas del impuesto predial, su respectiva 
facturación y cobro del mismo, lo cual es totalmente equivoco pues el IGAC solo 
se encarga de realizar el avalúo catastral, el cual  consiste en la “determinación 
del valor de los predios, obtenido mediante investigación y análisis estadístico del 
mercado inmobiliario. El avalúo catastral de cada predio se determinará por la 
adición de los avalúos parciales practicados independientemente para los terrenos 
y para las edificaciones en él comprendidos.  
 
Las autoridades catastrales realizarán los avalúos para las áreas geoeconómicas, 
dentro de las cuales determinarán los valores unitarios para edificaciones y para 
terrenos.”49. Generando esta confusión un gran número de solicitudes o Derechos 
de Petición, ya que en las instalaciones o sede principal del IGAC, son radicadas a 
diario solicitudes dirigidas a esta entidad pero que al trascender en lo que 
realmente necesita el solicitante o peticionario queda claro que la inconformidad 
surge con las altas tarifas que deben cancelar los contribuyentes y que en nada 
tiene que ver con las competencias o funciones del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi, lo cual a su vez genera quejas y reclamos radicadas a nivel Territorial o 
Nacional, bien sea con la presentación personal en las oficinas de la Territorial 
 
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Risaralda o por medio de sus plataformas virtuales. Es muy significativo que a 
pesar de la gran cantidad de solicitudes que se reciben a diario solo un pequeño 
número llega a convertirse en una queja o un reclamo, siendo a un menor los 
procesos disciplinarios a los que se le dan apertura, el cual es irrisorio si tenemos 
en cuenta como se dijo la cantidad tan grande de las solicitudes que se reciben. 
 
8.2. LEYES APLICABLES. 
Como es bien sabido por todos nosotros nuestra Constitución Política Colombiana 
es considerada como la Norma de Normas, dándole a esta un valor indispensable 
en nuestro marco jurídico, es por eso que cada uno de los ciudadanos de este 
país debe tener especial observancia de esta y sin ninguna excepción, por lo cual 
el Instituto Geográfico Agustín Codazzi es también una de las tantas entidades 
que deben someterse a esta, en especial a lo que atañe a los deberes que tienen 
cada uno de sus empleados por ser servidores públicos y de los cuales nuestra 
carta magna hizo hincapié sobre el tema, empezando por su artículo 6 en el cual 
se ve reflejado que al servidor público por la misma naturaleza del cargo se le 
debe exigir más responsabilidad de acuerdo a los actos que este desempeñe, al 
decir que “Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones.”50 
Con relación al Derecho de Petición, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi se 
ciñe a la Constitución Política Colombiana de manera rigorosa en lo que reza: 
 “(…) Toda persona tiene derecho a presentar peticiones 
respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 
particular y a obtener pronta resolución (…).51, ya que a cada 
uno de los Peticionarios o solicitantes y en muchas ocasiones 
a pesar de estos no tener una claridad en sus peticiones o 
solicitudes, a cada uno de ellos se les presta la atención 
 
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necesaria, resolviéndoles en los términos contemplados por la 
ley. 
De igual forma dicha constitución es aplicable en lo pertinente 
al Debido proceso “El debido proceso se aplicará a toda clase 
de actuaciones judiciales y administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes 
al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con 
observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio. 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea 
posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o 
desfavorable. 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya 
declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene 
derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido 
por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a 
un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a 
presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 
contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 
juzgado dos veces por el mismo hecho. 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación 
del debido proceso.”52 Este derecho fundamental es de vital 
observancia en el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, al 
momento de iniciar un proceso disciplinario en contra de 
alguno de sus funcionarios, a los cuales siempre se les aplica 
este articulado a la hora de defenderse. 
De otro lado y por ser el Instituto Geográfico Agustín Codazzi una entidad del 
orden nacional con una normatividad jurídica especial, es de vital observancia la 
Resolución 70 del 4 de Febrero de 2011, Por la cual se reglamenta técnicamente 
la formación catastral, la actualización de la formación catastral y la conservación 
catastral del territorio nacional, siendo esta resolución la que regula directamente 
al Instituto Geográfico Agustín Codazzi por ser la entidad encargada del catastro  
en nuestro país, siendo esta resolución la norma que le asigna no solo los 
objetivos y funciones que debe realizar, sino también la forma en que se debe 
 
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ejecutar cada uno de los procedimientos técnicos inherentes a cada uno de ellos, 
es por lo tanto, que se podría decir que la resolución 70 del 4 de febrero de 2011 
es para el IGAC, lo que la Constitución Política de Colombia es para cada uno de 
nosotros los ciudadanos colombianos, siendo esta y sin perjuicio de lo establecido 
por la Constitución Política, la más aplicada a nivel interno y externo en los 
procesos de conocimiento del Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 
 
“Finalmente y en cuanto a procesos Disciplinarios nos 
referimos el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, es 
pleno observante de la Ley 734 de 2002, Código 
Disciplinario Único, el cual es de total relevancia al 
momento de iniciar Apertura de Investigación 
Disciplinaria en contra de alguno de los funcionarios del 
IGAC, “Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de 
la Procuraduría General de la Nación y de las 
Personerías Distritales y Municipales, corresponde a las 
oficinas de control disciplinario interno y a los 
funcionarios con potestad disciplinaria de las ramas, 
órganos y entidades del Estado, conocer de los asuntos 
disciplinarios contra los servidores públicos de sus 
dependencias”. 
El titular de la acción disciplinaria en los eventos de los 
funcionarios judiciales, es la jurisdicción disciplinaria. 
La acción disciplinaria es independiente de cualquiera 
otra que pueda surgir de la comisión de la falta.”53 
  
8.3. DEBIDO PROCESO.     
 
Frente al estado social y en el  modelo constitucional actual se hace necesaria la 
intervención pública para asegurar la protección material, de los derechos, 
libertades y garantías de los habitantes del territorio. 
 “Por virtud del principio de legalidad, la administración pública 
recibe potestades con la posibilidad de producir efectos 
jurídicos, al ser consideradas como prerrogativas con una 
connotación y una naturaleza especial. En primer lugar, 
 
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porque son medios impuestos por el propio ordenamiento 
jurídico a la administración, medios indisponibles, no 
susceptibles de ser negociados, ni a los cuales, puede 
renunciar la administración para el ejercicio de sus 
atribuciones.  
En segundo término, esos medios llamados potestades o 
prerrogativas, son poderes que tienen la administración, a 
diferencia de cualquier otro sujeto de derecho, para actuar 
sobre círculos genéricos y situaciones jurídicas que afectan de 
modo unilateral a otros sujetos de derechos, aun en contra de 
la libertad de estos. Es decir, dichas potestades son medios de 
subordinación que le imprimen a la administración capacidad 
de sujeción, como condición para tomar sus 
determinaciones.54 
En vista de esto el Instituto Geográfico Agustín Codazzi se acoge a la figura que le 
concede la potestad disciplinaria del estado, así inicia actuaciones frente a las 
posibles conductas que pudiera surgir amparado en el poder concedido; como se 
dijo anteriormente para el IGAC es de vital importancia dar una total observancia 
de la que es considerada la norma de normas, es decir la Constitución Política, y 
aún más  tratándose de lo relacionado con los posibles procesos disciplinarios en 
contra de alguno de sus funcionarios, quienes cuentan con todas las garantías 
necesarias para que el proceso del cual se le hace apertura, cumpla con todas 
condiciones, que den la plena certeza de que las pruebas, testimonios y demás 
conlleven a una verdad procesal. 
Es de anotar que cada Territorial debe reportar a la Sede Central del IGAC, las 
Investigaciones Disciplinarias de las cuales se realice la respectiva apertura y 
desde esta sede realizan un acompañamiento jurídico  a cada Territorial sobre el 
tema, además dichas territoriales deben realizar informes detallados sobre en qué 
estados se encuentran cada una de las investigaciones que en la actualidad se 
estén llevando a cabo. 
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Dándole la plena garantía a cada uno de los disciplinados que se va a seguir un 
proceso justo y por funcionario competente, que en ningún momento por el solo 
hecho de realizarse apertura de la Investigación Disciplinaria ya es culpable de la 
posible falta disciplinaria, como en muchos casos suele suceder en diversas 
entidades de nuestro país. “El sujeto disciplinable deberá ser investigado por 
funcionario competente y con observancia formal y material de las normas que 
determinen la ritualidad del proceso, en los términos de este código y de la ley que 
establezca la estructura y organización del Ministerio Público”.55 
Siendo el Instituto Geográfico Agustín Codazzi un gran defensor de la dignidad 
humana de cada uno de los Disciplinados, conforme a lo enunciado por el Código 
Disciplinario Único en lo que reza “Quien intervenga en la actuación disciplinaria 
será tratado con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.56 y en 
congruencia a lo estipulado en cuanto a la presunción de inocencia consagrado no 
solo en nuestra Constitución Política Colombiana en su artículo 29 inciso 4, sino 
también en la ley 734 de 2002 “ A quien se atribuya una falta disciplinaria se 
presume inocente mientras no se declare su responsabilidad en fallo ejecutoriado. 
Durante la actuación toda duda razonable se resolverá a favor del investigado 
cuando no haya modo de eliminarla.”57 
 
De lo anterior podemos concluir que en cuanto al debido proceso en los Procesos 
Disciplinarios, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, es total garante de que se 
cumplan todos los procedimientos en dichas actuaciones y que estas sean en 
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9. CAPITULO V 
9.1. ESTUDIO DE LAS PETICIONES, QUEJAS Y RECLAMOS. 
 
Después de realizar un análisis profundo dentro de las instalaciones del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi al momento en que un usuario ingresa a las 
instalaciones de dicha Institución para hacer alguna solicitud o petición, se pudo 
evidenciar la función administrativa de dicho Instituto referente a este tema, el cual 
inicia con la radicación de dichos Derechos de Petición o solicitudes en las 
ventanillas de atención al público destinadas para esto,  en las que se les asigna a 
cada solicitud un numero de radicación automático el cual lo da el sistema interno 
de correspondencia llamado IGACNET, permitiendo entonces llevar un orden 
consecutivo de llegada de los diferentes documentos y solicitudes, el cual también 
permite asignar cada Derecho de Petición o solicitud a un funcionario  que tiene 
como responsabilidad dar respuesta en los términos de la constitución, la ley y la 
normatividad especial del IGAC, resolviendo de manera casi inmediata y en su 
gran mayoría de fondo al peticionario de acuerdo a nuestras funciones y 
competencias de la entidad y conforme a lo solicitado por ellos. A dichas 
solicitudes se les realiza un especial seguimiento para velar que a cada una de 
ellas se le dé el procedimiento correcto58 como indica JAIRO RAMOS ACEVEDO; 
y de esta manera no incurrir con un silencio administrativo por parte de esta 
entidad, llevando a cabo también la relación de las solicitudes entregadas a diario 
y luego haciendo la respectiva asignación no solo en el sistema sino también en 
una base de datos manual en la cual cada funcionario o contratista al que se le da 
la gran responsabilidad de resolver dichas solicitudes debe firmar cada uno de los 
traslados que se hagan a su nombre dejando constancia del recibido de las 
mismas. Luego de esta asignación el funcionario debe dar respuesta casi que de 
 
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 “El  procedimiento Administrativo – equiparable en términos sustanciales con el proceso jurisdiccional, se 
trata en ambos casos de un conjunto de actividades y actuaciones previas a la emisión de una resolución o 
acto típico de las correspondientes sanciones –“Jairo Ramos Acevedo. Derecho Administrativo Disciplinario. 
Editorial Leyer 2003.p 107 y 108. 
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manera inmediata y en los términos establecidos por la ley y la normatividad 
especial del Instituto Geográfico Agustín Codazzi59, si es del caso que dicha 
solicitud sea resuelta de fondo por el funcionario como por ejemplo al solicitar 
información básica, solicitud de planos y mapas de los diferentes municipios 
colombianos o simplemente la expedición de algún certificado de avalúo para lo 
cual se puede dar respuesta sin necesidad que dicha solicitud continúe en 
proceso, simplemente se resuelve, se radica el oficio por medio del cual se da 
respuesta, se realiza la respectiva relación en el sistema de correspondencia 
IGANET, dando por terminado el proceso para solicitudes de este tipo.  
 
De otro lado nos encontramos que hay solicitudes o peticiones un poco más 
complejas donde se necesita para dar una respuesta al solicitante o peticionario 
de un proceso especial por parte del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, es el 
caso de las solicitudes o peticiones de Revisión de Avalúo, donde aquellas 
solicitudes que realmente a meritan realizar dicha Revisión de Avalúo (ya que del 
100 % de las solicitudes de este tipo solo un 5 % realmente lo ameritan) se 
requiere de una Inspección ocular la que se lleva a cabo por parte de la entidad 
teniendo en cuenta las normas técnicas y jurídicas estipuladas para ello; y los 
recursos humanos, económicos y físicos necesarios para esto. Luego de contar 
con los anteriores elementos, se debe realizar el desplazamiento hasta el 
municipio o ciudad en la que se encuentre ubicado el bien inmueble avaluar, por 
parte del funcionario a cargo, quien tiene como principal obligación el verificar que 
todos los elementos obtenidos por el catastro para liquidar el avalúo  catastral del 
inmueble concuerden con la realidad del inmueble, donde se deben obtener datos 
principales como el tipo de inmueble, calificación de infraestructura, zonas 
económicas y físicas donde se encuentre ubicado el predio, área de terreno y área 
de la construcción60. Luego que se establece la realidad física y jurídica del 
 
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 Resolución 70 del 04 de febrero de 2011, emanada de la Dirección General del Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi 
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 Articulo 114 y siguientes Resolución 70 de 04 de Febrero de 2011. Dirección General del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi. 
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inmueble se pasa a resolver de fondo la solicitud para lo cual el funcionario al que 
se le encomendó dicha obligación debe de enviar los datos recopilados  en la 
Inspección Ocular a la oficina de sistemas, dependencia encargada de emanar la 
resolución correspondiente con la respectiva rectificación o ratificación del avalúo 
del predio solicitado. Luego de expedir la resolución del caso pertinente, se envía 
al solicitante o peticionario una citación, donde se le informa que debe dirigirse 
hacia las instalaciones del Instituto y notificarse personalmente de lo resuelto en 
dicho Acto Administrativo, dando de esta forma fin a todas las actuaciones 
gestionadas en el IGAC, en procura de una debida atención a lo requerido por sus 
usuarios. 
El anterior procedimiento es aplicable a todos los procesos en los que se implica 
una inspección ocular por parte del IGAC, tales como, rectificación de áreas y 
linderos, incorporación de construcción, inscripción demolición, desenglobes y 
englobes. 
Es necesario anotar que por ser la IGACNET61, una plataforma interna a nivel 
nacional, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial Risaralda cuenta con 
un acompañamiento permanente de la Sede Central Ubicada en la ciudad de 
Bogotá,  quien desde allí se encarga de hacer un monitoreo permanente a la 
Territorial Risaralda, para que se de las respectivas respuesta a cada uno de los 
Derechos de Petición o Solicitudes, además de hacer la respectiva relación de los 
que  aún no se da respuesta e informar a cada Territorial para que de la debida 
respuesta. 
De lo anterior se puede evidenciar el buen funcionamiento y organización dentro 
del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, producto de la presente investigación, 
obteniendo a nivel nacional el segundo puesto después de la Territorial 
Cundinamarca, precisamente por ser una de las más ordenadas y diligentes 
dentro de las 23 Territoriales del Agustín Codazzi a nivel nacional por lo cual se 
 
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 La IGACNET, es un sistema que permite a cada funcionario o contratista del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi realizar un seguimiento de cada solicitud radicada 
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hacía necesario resaltar la labor de dicha Institución en la presente investigación, 
pues a pesar del gran número de solicitudes que se reciben a diario solo se 
encuentra en curso un Proceso Disciplinario por la presunta falta de uno de sus 
funcionarios, lo cual deja claro el alto desempeño de sus servidores públicos y de 
su Director, lo cual se ve reflejado en la satisfacción no solo de los usuarios de 
esta entidad, sino también de cada una de las personas que la constituye. 
También con la presente investigación se pudo analizar las solicitudes  
presentadas por los usuarios, llevándonos a detectar la indebida formulación de 
solicitudes o  peticiones por parte de estos  ya que en la gran mayoría de oficios 
los usuarios hacen relación a la inconformidad con las tarifas del impuesto predial 
y el pago del mismo, quedando evidenciado la mal información que tenemos los 
ciudadanos con relación a las competencias del IGAC62, por lo tanto no tenemos 
claridad lo que es un avalúo y un tributo, viéndose este hecho en que las mayorías 
de dichas solicitudes son mal formuladas y por lo tanto improcedentes, generando 
que el Instituto Geográfico Agustín Codazzi sea obstaculizado en sus funciones  
principales, por verse inmiscuido indirectamente por los poseedores o propietarios 
en competencias que no son suyas. Por lo cual se hizo necesaria la 
implementación de medidas por parte del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 
tendientes a orientar a cada usuario para la debida formulación de solicitudes, 
tales como pendones, carteleras y un funcionario permanente que oriente a los 






 ARTICULO 6°. ASPECTO FISCAL. El aspecto fiscal consiste en la preparación y entrega a los Tesoreros 
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Nota: durante el año 2011 se inicio el único proceso disciplinario al cual se le dio 
apertura, iniciado por la presunta omisión de respuesta de un derecho de petición 




Al desarrollar la presente investigación teníamos como objetivo general 
Identificar como es la evaluación y seguimiento a las Peticiones, Quejas, 
Reclamos realizadas al Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial 
Risaralda, con sede en la ciudad de Pereira desde el año 2010 al 2012, y 
cuantas de estas solicitudes o peticiones se convertían en posibles procesos 
disciplinarios. Encontrándonos con una problemática que debe enfrentar dicha 
Institución a diario y es la confusión que hay entre los usuarios de esta entidad 
con relación al avalúo catastral63, principal función que ejecuta esta institución, 
debido a que por ser este avalúo la base para la liquidación y posterior cobro 
del Impuesto predial la mayoría de los usuarios consideran que es 
competencia del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, lo que hace aumentar el 
número de solicitudes y reclamos por esta razón, viéndose esta Institución en 
la obligación de dar a respuesta a Derechos de Petición cuya competencia es 
de otras entidades y teniendo que informar a los peticionarios sobre este 
asunto, remitiendo a estos usuarios a que realice las respectivas solicitudes o 
peticiones ante las entidades pertinentes, lo cual genera dilatación en la 
respuesta que cada usuario busca. 
 
De otro lado con la investigación desarrollada pudimos apreciar el 
funcionamiento interno del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, y el adecuado 
manejo que le dan a cada solicitud, incluso a las que no son competencia de la 
entidad.  
 
También se pudo establecer las medidas de orientación que a raíz de la 
anterior problemática el IGAC ha tenido que  implementar, tales como una 
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 ARTICULO 8°. AVALÚO CATASTRAL. El avalúo catastral consiste en la determinación del valor de los 
predios, obtenido mediante investigación y análisis estadístico del mercado inmobiliario. El avalúo catastral 
de cada predio se determinará por la adición de los avalúos parciales practicados independientemente para los 
terrenos y para las edificaciones en él comprendidos. 
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atención personalizada a cada usuario que se acercan a esta Institución para 
solicitar algún tipo de información, solicitar servicios  o presentar solicitudes, 
contando con un personal capacitado para realizar este tipo de funciones. Del 
mismo modo elaboración de material de apoyo  visual en cada dependencia en 
la que se puede observar cada uno de los servicios prestados en las oficinas. 
Se destacó de manera relevante que en el periodo materia de análisis del 
presente trabajo de grado, años comprendidos del 2010 al 2012, el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi resolvió alrededor de 3000 solicitudes y Derechos 
de Petición,  de los cuales solo se dio apertura a Proceso Disciplinario a un 
solo caso, por presunta desatención a una solicitud de Revisión de Avalúo, el 
cual actualmente se encuentra en curso. 
 
Finalmente la investigación realizada presta ante todo una función social, 
debido a que con el desarrollo de la misma se encontró el error en que caemos 
los ciudadanos al realizar en indebida forma las solicitudes ante las entidades 
del estado, pues el común de nosotros nos limitamos solo  en presentar 
peticiones y Derechos de Petición sin tener en cuenta la naturaleza de la 
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